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INVITADOS: Señor Presidente interino de la Suprema Corte de Justicia, doctor Leslie Van Rompaey, y 
doctores Selva Klett y Luis María Simón; Presidente del Instituto de Derecho Procesal de 
la Universidad de la República, doctor Ángel Landoni, y doctores Alejandro Abal Oliú y 
Rafael Biurrum. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


——- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración recibe con mucho gusto 
al doctor Leslie Van Rompaey y a quienes lo acompañan, la doctora Selva Klett y el doctor Luis María 
Simón, para iniciar esta primera ronda de consultas sobre un proyecto de ley que fue presentado en la 
Legislatura pasada y que esta Comisión decidió reflotar, que es el relativo a algunas modificaciones al 
Código General del Proceso. 


Este Presidente no puede menos que expresar su particular satisfacción por contar con la presencia de su 
amigo de toda la vida, el doctor Van Rompaey y de su amiga, no de toda la vida, pero sí de bastante tiempo, 
la doctora Selva Klett. 


Dicho esto, corresponde que nuestros amables invitados hagan la exposición que entiendan conveniente y, 
naturalmente, luego habilitaremos una ronda de preguntas. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En primer lugar, queremos expresar en particular y en lo institucional en 
mi carácter de Presidente interino de la Suprema Corte de Justicia— que nos sentimos honrados por la 
invitación que nos hace esta Comisión para empezar a trabajar sobre este proyecto. 


Por otro lado, también queremos expresar un particular reconocimiento porque sabemos que esta Comisión le 
ha dado un carácter prioritario al tratamiento de esta iniciativa. 


Nosotros tenemos un particular interés en este proyecto, porque quizás fue históricamente por lo menos hasta 
donde llega mi conocimiento— la primera vez que el Poder Judicial uruguayo se abocó al estudio de una 
reforma procesal, no para cambiar las estructuras del Código General del Proceso vigente —que era y es muy 
bueno—, sino para ajustarlo a la luz de la experiencia práctica de quince años de funcionamiento, mediante 
simples modificaciones de detalle y algunas normas que tienden a unificar los criterios jurisprudenciales de 
interpretación de manera tal que no se generen situaciones de innecesaria demora en el trámite del proceso, 
buscando siempre reitero— la mayor agilidad y expeditividad en la duración de los juicios. Todos sabemos 
que en el proceso el tiempo es oro; todos sabemos que, en definitiva, un proceso con una excesiva duración 
lamentablemente conduce a la denegación de justicia. La preocupación que tuvimos en ese momento se 
reflejó en la constitución de una Comisión integrada por excelentes Jueces, algunos de ellos profesores de 
Derecho Procesal, a quienes quiero mencionar especialmente porque para nosotros merecen un 
reconocimiento, ya que trabajaron más de dos años en la redacción de este proyecto: la doctora Selva Klett y 
el doctor Luis María Simón, aquí presentes, las doctora Graciela Bello y Nancy Corrales y los doctores 
Eduardo Turell, Felipe Hounie, Julio Posada, Alberto Reyes. 


Reitero que en lo sustancial no se trata de un nuevo Código Procesal sino de detalles, de ajustes, de una 
puesta al día de las estructuras procesales del CGP a los efectos de evitar problemas que se están dando en la 
práctica judicial y de que nosotros perfeccionemos el servicio logrando una Justicia más rápida, más 
expeditiva, que hoy es la prioridad en esta materia. 


Quizás, haya que rever algunas de las normas previstas, en función del transcurso del tiempo desde que 
fueron proyectadas. Nos interesa insistir en la urgencia y en la necesidad que tenemos de que se nos dote de 
este instrumento modernizado, porque en los últimos dos o tres años hemos detectado un aumento de la 
duración de los juicios en primera instancia. En algunas materias de particular sensibilidad social, como 
pueden ser la materia de familia o la materia laboral, es imperioso que tengamos conciencia y trabajemos 
para acortar la duración de los procesos. No quiero decir con esto que en Uruguay se esté ante un fenómeno 
de excesiva duración de los procesos, pero sí que los tiempos que en su momento fueron acortados 
drásticamente por la vigencia del CGP en 1989, en los últimos años ya no lo son tanto, quizás por alguna 
sobrecarga de tareas, por la irrupción súbita de la problemática de la violencia doméstica, que ha determinado 
desajustes en las agendas, postergaciones de audiencias, y también porque en algunos Juzgados no se asume 
un compromiso con la celeridad, lo que debería estar ínsito en nuestra función de servir a la sociedad 
ejerciendo nuestra Magistratura. 


En líneas generales, me interesa simplemente hacer referencia a la modificación que se plantea en el régimen 
recursivo, a los efectos de que el efecto suspensivo de las apelaciones sea absolutamente excepcional, es 
decir, que el proceso transcurra linealmente y que la apelación con efecto suspensivo sea una excepción 
reducidísima. 


Por otra parte, ahora también estamos fijando plazos para la realización de audiencias; no recuerdo 
exactamente los términos, pero creo que el CGP refería a que se fijará una audiencia lo más rápido posible. 
Nosotros queremos fijar plazos en principio, habíamos pensado en noventa días; hoy creemos que sesenta 
días es suficiente— y, además, establecer, en el caso de que un Juez no convoque a una audiencia en el plazo 
de sesenta días, que fundamente o motive las razones por las cuales no pudo hacerlo. Esto nos permitirá a la 
Corte realizar un monitoreo expresión de moda— un control de las razones determinantes de la tardanza 
excesiva en la fijación de audiencias. 


A su vez, esa información que se nos suministrará en forma inmediata, nos permitirá detectar si existe, 
efectivamente, sobrecarga de tareas podríamos solicitar la creación de nuevos Juzgados, a la redistribución 
por materias— y también evaluar e inspeccionar si ese Juzgado que está registrando sensibles atrasos en la 
fijación de audiencias está realmente comprometido con la causa de la Justicia y si está rindiendo en forma 
adecuada. 


Pese a que el texto que está en poder de la Comisión es voluminoso, se trata de reformas menores; no va a 
haber mayor problema en la discusión. 


Desde ya ofrecemos nuestra colaboración para ser convocados, sea en régimen de Comisión abierta, en el 
régimen que los señores Diputados prefiera trabajar o formando una pequeña Comisión de trabajo, para estar 
siempre a la orden, en el caso de que existan inquietudes o que se nos deba consultar acerca de algún punto 
específico. 


Creo que la cooperación interinstitucional es fundamental, en esta y en todas las tareas vinculadas con la 
gestión de los organismos públicos. 


Seguidamente, la doctora Klett y el doctor Simón explicarán las bases fundamentales de este proyecto que, 
reitero, no es la reforma del CGP sino su actualización y puesta al día. 


SEÑORA KLETT.- Muchas gracias por la invitación. También para mí es un honor estar aquí para 
compartir con ustedes algunas reflexiones menores y dar lugar a intercambios. 


El objetivo de la Comisión fue muy preciso y consistió en evaluar, a quince años de su puesta en vigencia — 
ahora estamos a más de veinte—, la aplicación concreta del CGP. Se consideró que después de quince años 
de aplicación ese contraste con la realidad habilitaba a realizar pequeños ajustes que emanaban, 
precisamente, de la aplicación práctica. Creo que para los ciudadanos y para los abogados es bastante terrible 
encontrarse con "el criterio de la sede", que es como una muralla, porque no hay uno solo, sino como 
cincuenta. 


Por eso, acompaño la precisión del doctor Van Rompaey, en el caso del recurso de la apelación, que es el más 
importante del sistema procesal, y las deficiencias que presentaba la regulación legal, porque en cada una de 
las audiencias se podía llegar a discutir si el efecto era suspensivo o no, o diferido. Es decir, habilitar la 
discusión a ese extremo, parecía que ya no era razonable. Creo que a veinte años de aplicación, el legislador 
directamente puede optar por qué efecto va a dar a cada recurso, en vistas eso sí— de que la duración debe 
ser razonable, a que el expediente no puede ir y venir continuamente, sino discurrir hacia la sentencia 
definitiva y por eso la Comisión optó por el efecto diferido. 


Tenía tres fines: clarificar los textos oscuros que daban mérito a diversas interpretaciones, sin pretender 
limitar la independencia judicial, que debe ser proporcionada y razonable con la duración de los procesos. 
Esa situación de que no se sabía cómo funcionaban algunos institutos generaba inseguridad entre los 
ciudadanos y, sobre todo, en los abogados. Por eso, se manejó la misma numeración del articulado, es decir, 
no se modificó, porque después de veinte años de aplicación ya estamos muy acostumbrados a movernos con 
los artículos y con los números, y por eso se optó por un terreno confiable que es el mismo artículo 
modificado. 


En cuanto al segundo objetivo, se apuntó a disminuir la duración de los procesos, y para eso se fortalecieron 
y clarificaron las situaciones jurídicas en que se encontraban, tanto las partes como los Jueces. El principio de 
buena fe y de moralidad se potenció y tiene que ver tanto con la actuación de las partes, asistidas por sus 
curiales, como con la de los Jueces, pretendiendo apuntar a disminuir la duración de los procesos. 


El tercer objetivo era potenciar, revitalizar o desarrollar los principios procesales de la reforma. Muchas 
reformas concretas que informa este articulado tienen que ver con algunos de estos objetivos. Había dos 
interpretaciones y se optó por una. Si no se entendía una frase o una expresión, se la clarificaba. 


Siempre sobre la base de que la reforma de 1989 fue muy importante para este país, ya que puso a Uruguay a 
la cabeza de Iberoamérica, el código procesal uruguayo, hecho por los mismos autores y juristas, es un 
modelo en todos los países e, inclusive, la administración de la Justicia de este país, aún con algunos 
defectos, también es ejemplo a la hora de presentar la Justicia civil, en sentido amplio, dejando de lado la 
penal. | Eso significa que estos ajustes dejan intactas las estructuras y dejan intactos los principios. Es decir 
que esto es lo mismo pero clarificado. 


Como decíamos, los principios de buena fe, de inmediación y de identidad del juzgador se potenciaron de 
manera tal que las soluciones fueran más ajustadas. A vía de ejemplo, cuando se utilizaba una norma muy 
importante que moralizó la actuación judicial se decía que cuando había culminado el proceso por audiencias 
el Juez que era ascendido o trasladado se llevaba el expediente. Esto era muy bueno para evitar que los 
Jueces, en vista de un futuro ascenso, enlentecieran su actividad. Sin embargo, esa norma que tuvo una muy 


buena intención, daba lugar a dos interpretaciones: qué significaba haber culminado el proceso por audiencia. 
Bastaba con que se postergara la alegación final para que ese Juez pudiera desprenderse del expediente en el 
que había entendido todo el tiempo. Por eso, simplemente como ejemplo, pensamos que se debe potenciar 
este instrumento a través del cual cada Juez se hace responsable del proceso que vivió porque el Juez que 
viene nuevo no entiende nada de lo que pasó, se pierde tiempo, energía y, sobre todo, calidad de justicia. Ese 
principio de identidad del Juez se potenció cuando la Comisión se pronunció, mediante el texto concreto, 
sobre cómo hay que interpretar esta norma. 


En el mismo sentido van casi todas las reformas. Habría que establecer otros ajustes debido a las nuevas 
disposiciones sobre notificaciones electrónicas. En su momento, la Comisión las tuvo a la vista pero no 
fueron incluidas en el texto porque no estaban en vigor. 


También debo decir que hay una serie de normas que apuntan a una adecuada y leal intervención de los 
abogados. Por ejemplo, todos sabemos que en determinado momento, sobre todo cuando se viene la etapa de 
ejecución ante un remate, empieza el juego de mosqueta. La persona dice que no se domicilia en ningún lado, 
que cambió el patrocinio letrado, que tiene otro abogado y debe ser nuevamente notificada. Esto fue regulado 
por la Comisión y puse este ejemplo en el entendido de que potencia lo que el Código quiso. Hace veinte 
años las normas eran correctas, pero la práctica pasó por arriba o por el costado del Código, por eso tenemos 
que extraer las conclusiones convenientes y adecuadas para volver a estar a la altura de las circunstancias con 
un Código tan moderno. 


SEÑOR SIMÓN.- Es un honor para mí estar hoy acá. 


Este anteproyecto en realidad responde a algo que ya se había previsto cuando se sancionó el Código. Los 
autores iniciales que integraron la Comisión del Poder Ejecutivo, los doctores Gelsi Bidart, Véscovi y Torello 
habían previsto que, luego de un tiempo apropiado, el Código debía ser contrastado con la práctica para saber 
qué mecanismos de ajustes había que hacer. 


Me parece importante que los legisladores sepan que el doctor Torello fue consultado por la Comisión para 
elaborar este proyecto porque tanto la doctora Klett como yo somos sus directos discípulos y le debemos 
mucho. También quiero mencionar que la Comisión consultó a los grupos interesados, es decir, al Colegio de 
Abogados del Uruguay, a la Asociación de Escribanos del Uruguay, a la Asociación de Magistrados del 
Uruguay, al Instituto de Derecho Procesal que nosotros integramos, a la Asociación Nacional de Rematadores 
y al Instituto laboral. Algunas de estas Instituciones hicieron llegar ideas, unas fueron recogidas, otras no y se 
explicó por qué. Es decir que se trató de trabajar adecuando la norma básicamente buena simplemente 
corrigiendo alguna desprolijidad, omisión u oscuridad y eliminando la paja para que se pudiera ir a lo 
sustancial, optando de repente no siempre por la mejor solución, sino eligiendo una que fuera mayoritaria en 
doctrina y jurisprudencia porque era la que podía generar menos problemas a la aplicación práctica. 


Como bien se dijo, se mantuvieron los principios clave y creo que es muy importante volver a destacarlo. Los 
códigos son obras sistemáticas por lo tanto, las normas, con o sin defectos, se van encastrando entre sí. A 
veces es difícil no tocar todo por tocar una determinada parte. Tratamos de mantener el esquema sistemático 
del Código sin alterarlo porque es esencial y técnicamente bueno. Simplemente tratamos de nutrirlo de lo que 
mostró la práctica y evitar, en materia de tiempo, dilación, celeridad y concentración, las chicanas de los 
Jueces y de los abogados porque estos quince años que transcurrieron mostraron que las hacemos. Entonces, 
los conocedores e incluso culpables de esas chicanas, lo que tratamos de hacer es minimizar en la ley las 
posibilidades de ese tipo de conductas. Es decir que se vio que, aun de total buena fe, la concentración que el 
Código preveía en una o pocas audiencias, se ha ido transformando en cinco o seis audiencias 
complementarias para un proceso civil ordinario tipo. Por lo tanto, tenemos que buscar mecanismos que 
aseguren que eso no ocurra. No siempre basta con establecer un plazo para que el proceso sea rápido, sino 
que muchas veces la realidad muestra que, con la mejor buena fe y colaboración de las partes y con el 
empeño del tribunal, no siempre se puede cumplir, pero sí, por lo menos dar a quienes actúan en forma sean 
abogados, partes o Jueces— instrumentos para evitar que sean llevados a la dilación o a la desconcentración 
por los que no actúan así. O sea que tenemos que buscar remedios para cubrir la chicana. 


Por esto, dos temas clave fueron los que tuvieron más normas cambiadas. En el tema recursivo el Código 
tenía una gran carencia en el trámite detallado de la apelación en segunda instancia. Recuerdo que el doctor 
Véscovi decía que francamente habían sido un poco desprolijos al reglamentar la segunda instancia porque 


para órganos unipersonales funcionaba muy bien, pero para órganos pluripersonales funciona y es rápido el 
trámite en segunda instancia porque creo que actuamos de buena fe ya que no tenemos plazo, por ejemplo, 
para celebrar el acuerdo. Entonces, todo el plazo de la segunda instancia que se ha ganado en los últimos 
años y que las estadísticas prueban, es porque hemos actuado sin dilatar con esto estoy tirando una flor para 
los tribunales— porque la verdad es que la ley no asegura plazos en la segunda instancia. De esto se 
desprende que hay que poner un plazo para celebrar el acuerdo y hay que regular mejor el funcionamiento de 
la apelación en la segunda instancia, además, que haya una garantía de apelación como debe ser y es muy 
importante— para el debido proceso, pero que, a su vez, sea eficaz, que solo haya efecto suspensivo cuando 
corresponde y que no lo haya cuando se utiliza el mecanismo recursivo como única forma de dilatar. 


El otro gran tema que desde la óptica práctica había que atacar es la ejecución. Todos sabemos que de nada 
sirve una magnífica sentencia de muchísimas páginas y citas en el papel si no llegamos a la efectiva 
satisfacción del reclamo de quien se trate. Entonces, hay toda una discusión teórica entre la ejecución judicial 
y la extrajudicial, sus garantías, sus beneficios, sus ventajas, pero, optando en un sistema hispanoamericano 
por una ejecución judicial, estas son largas y costosas. Por esto, se trató de simplificarlas lo más posible, 
eliminar dilaciones y tratar de evitar las chicanas como la de constitución de domicilio y preguntarse qué 
sentido tiene mantener la etapa de la tasación que implica costos y aumenta el crédito líquido que percibe el 
acreedor, si el 95% de los remates del país son sin base. Con este tipo de criterio se trató de agilizar y 
simplificar la realización práctica de las sentencias en todas las materias. | También se atendieron algunas de 
las normas que se habían sancionado entre la vigencia del Código y el trabajo de la Comisión al día de hoy. 
Tendríamos que ver un mejor ajuste de las normas procesales, ya que el Parlamento últimamente sancionó 
normas de procesos laborales, de protección de fuero sindical y tuvimos cambios realmente importantes en 
cuanto a las notificaciones electrónicas, comunicaciones y firma digital. Pero eso no es gran cosa; son 
cuestiones de compatibilidad. 


Creemos que les puede ser muy útil el informe que hizo la Comisión, que tiene el texto del Código, al lado, el 
texto proyectado muchas veces las modificaciones son meras correcciones de detalle o gramaticales, y abajo, 
el fundamento que siempre se puede aumentar, criticar, compartir o no del porqué del cambio. El informe 
tiene tres partes que se pueden apreciar gráficamente. La reforma parece mayor de lo que realmente es en 
esencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 155 propuesto establece quiénes son los que pueden declarar como 
testigos y se señalan las excepciones, entre las cuales figuran las personas menores de trece años. Con 
esto se pone al día con el Código de la Niñez y la Adolescencia, porque el otro establecía catorce años. 
Hasta ahí entendí bien. Ahora, ¿algunos casos no ameritarían que personas menores de esta edad 
declararan por lo menos en condiciones especiales? De hecho, algún tipo de declaración hacen porque, 
como se trata de problemas de tenencia, es frecuente que el magistrado, a pedido del abogado o por sí, 
diga: "Voy a tener una entrevista con este niño o con esta niña. No quiero partes, no quiero testigos, no 
quiero a nadie. Quiero saber qué opina el niño". De hecho, eso se hace. Hago esta pregunta porque no 
sé cuál es la causa específica. Claro, la figura es el testigo; entiendo la diferencia, ¿pero en algún caso 
no ameritaría lo que planteé? En realidad, algunas de las partes no tienen otra cosa que lo que pueda 
llegar a decir una persona que tiene menos de trece años diez u once años, que posee cierta percepción 
que podría ayudar al esclarecimiento de la verdad. 


SEÑORA KLETT.- La Comisión tuvo en cuenta normas de derecho internacional, prácticas nacionales 
y, sobre todo, el calificado testimonio del doctor Julio Posada, Juez de Familia, que integraba la 
Comisión. El optó por no regular para este Código algo tan complejo. 


Los Jueces de este país se dedican constantemente a mejorar los instrumentos que tienen en sus manos los 
Jueces de Familia me refiero a los Jueces de instancia, a los Ministros, a los técnicos que colaboran con la 
Justicia, y se han venido planteando permanentemente de qué forma se obtiene la versión de un niño ni 
siquiera me animaría a llamarlo interrogatorio en un caso complicado. Nos parecía que en este contexto, 
ponernos a estudiar y regular un aspecto tan complicado escapaba a los objetivos que la Suprema Corte de 
Justicia le había impuesto a la Comisión. Esto no quiere decir que no lo hayamos estudiado, sino que hicimos 
una opción: adecuamos esto al Código de la Niñez y la Adolescencia. Dijimos: "Este tema tiene dificultades". 
A nadie escapa que un niño de tres años no puede declarar; no se le puede preguntar: "¿Jura usted decir la 
verdad?" o "¿Por las generales de la ley?". Ese niño no puede declarar. Hay que ver de qué manera 


obtenemos la versión; habría que acudir a técnicos. Además de atender las normas internacionales 
correspondientes, hay que tener en cuenta que respecto de un niño siempre debe estar presente el interés 
superior no revictimizarlo, no ponerlo en una situación de riesgo; preguntar, entrevistar, ni siquiera podemos 
establecer un verbo que sea adecuado para realizar las versiones a los niños de tres o cuatro años hasta la 
adolescencia. 


Esta Comisión, ex profeso, no ingresó a regular este tema ya que escapaba a sus objetivos. Creo que en una 
cantidad de procesos este es uno de los puntos importantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me quedo con la idea de que mi planteo no forma parte de esto, pero que en 
algún momento ameritaría un estudio bien profundo. En algunas situaciones familiares que se ventilan 
en los procesos de familia naturalmente, no me estoy refiriendo a la materia penal; eso va por otro 
lado, un chiquilín de once o doce años puede tener su percepción o su versión. Comprendo que esto 
debería hacerse en condiciones especiales. Perdón por insistir, pero yo he tenido bastantes asuntos en 
los que he peleado la tenencia para hombres, y siempre he pedido que vayan los niños y declaren solos. 
Están decidiendo con quién van a vivir, y eso no es una bobada. Siempre por lo menos, en los casos que 
tuve ha sido muy influyente la declaración de ese niño. Por eso mi pregunta. Me parece que vamos por 
el mismo camino. 


SEÑOR SIMÓN.- La Comisión muchas veces optó por hacerse esta pregunta práctica: "Esta norma 
como está en el Código, ¿complica o no?". Si tenía o no problemas, si era linda o fea, si era o no muy 
clara de redacción, prefería dejarse como estaba, siempre que no hubiera causado problemas en su 
aplicación práctica. 


Específicamente con relación a la edad de los testigos, la prohibición de los testigos menores ya estaba en el 
Código. Lo único que la Comisión hizo fue adecuar la edad a la que había cambiado el Código de la Niñez y 
la Adolescencia. Pero no excluye, por ejemplo, el testimonio en los casos en los que interesa al señor 
Presidente, o sea, de niños que no tienen trece años y podrían declarar. No los excluye porque esto queda 
regulado por el Código de la Niñez y la Adolescencia y por el derecho del niño a ser oído. Lo que sucede es 
que para no prejuzgar que pueden enriquecerse más allá de la ley por lo que la doctrina y la jurisprudencia 
establezcan, se dejó que la realidad forense muestre cómo se recibe. En realidad, esa declaración debe 
identificarse o considerarse como declaración de parte porque el niño, desde la estructura que le da el Código 
de la Niñez y la Adolescencia, es un sujeto interesado en el objeto litigioso. 


Como la definición de testigo es tercero y ajeno, la situación particular del niño declarando en asuntos que le 
conciernen, como la tenencia y demás, queda regulada por el Código de la Niñez y la Adolescencia; allí no 
está prohibido. Aquí lo que se prohíbe es que sea testigo, lo que le implica jurar y tener el deber de decir la 
verdad; además, está el problema de la mitomanía de los menores. Esto no quita que el aporte al Juez y al 
defensor se pueda hacer por la vía del Código de la Niñez y la Adolescencia. Por eso es que la prueba 
testimonial general en sede para todos los procesos se adecuó a la edad de trece años, que fue lo que cambió 
el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 142 del proyecto hay lo que para mí es una expresión del 
principio de buena fe. Aquí dice: "[...] Las partes tienen el deber de prestar la máxima colaboración 
para la efectiva y adecuada producción de la prueba [...]''. Parecería ser un desarrollo del principio de 
buena fe. ¿Por qué lo establecieron? ¿Qué experiencia hay alrededor de esto que amerite esta 
expresión concreta? Esto no se aplicaría a algo que, de todas maneras, está en los primeros cinco o seis 
artículos como principio general. 


SEÑORA KLETT.- El señor Presidente tiene razón en el sentido de que aprovechamos que este 
artículo era un poquito flaco porque decía que todas las pruebas debían ser producidas en audiencia, lo 
que es elemental y lo utilizamos para regular más exhaustivamente dos principios procesales: el de 
adquisición de la prueba que es bastante elemental, pero había que explicarlo un poco y el deber de 
colaboración, que tiene su raigambre, su unión, con el principio de buena fe. Entonces, en esta frase 
tan sencilla relativa a que todas las pruebas pertenecen al proceso, está bien, es claro. Una vez que la 
prueba ingresó al proceso, no es mi prueba, no es mi testigo; la prueba es de todos y es, 
fundamentalmente, del proceso. De algún modo quisimos hacer doctrina que se entendiera. 


En cuanto al deber de colaboración, es algo que está discutido. Creo que en esta Mesa, los magistrados, todos 
de carrera, estamos compenetrados y contestes con el deber de prestar colaboración. El doctor Van Rompaey 
lo ha desarrollado; también el doctor Simón y quien habla hemos tratado específicamente esto. Eso no se 
entiende así. Hay gente que dice: "Está solo regulado para estos dos medios de prueba; en lo demás puedo 
hacer lo que quiero". No. El deber de buena fe rige la conducta de todos: Jueces, litigantes, testigos. Todo 
está regido por el principio de buena fe. Y si no estaba claro que todos están sometidos, con esta explicitación 
del principio está en los artículos 5” y 21 parecería que queda más claro. A veces, las cosas, por presupuestas, 
no se entienden bien. Era un presupuesto; para nosotros estaba regulado y lo aplicábamos, pero como no era 
general y se discutía, dijimos de ponerlo bien claramente y por derecha para que se entienda que todos están 
sometidos a ese deber de lealtad, de veracidad y de colaboración. No es solamente: "No hago nada malo", 
sino además: "Tengo que colaborar". Es un plus que para algunos medios estaba regulado específicamente y 
que la comisión tomó a bien generalizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Da la impresión de que en el proyecto ustedes yo no tengo conocimiento cabal 
de esto todavía hacen mucho hincapié en la apelación y la vía de ejecución. Si tuvieran que resumir 
acá, en materia de ejecución cuáles son las reformas más importantes que aquí se presentan a los 
efectos de que todos las podamos entender con claridad, ¿qué dirían? 


SEÑOR SIMÓN.- Para los casos en que la ejecución es posterior a una sentencia, se elimina la 
preparación. No tiene sentido intimar el pago de una sentencia condenatoria que se acaba de recibir. Se 
simplifica y aclara cuáles son los títulos de ejecución en aquellos casos en que había alguna discusión, 
pero en esencia, en esa materia se mantiene lo que viene inclusive desde el Código anterior, el CPC, de 
más de cien años. Algún título que tenía problemas, se simplifica. 


Asimismo, se aclara que en los casos en que las defensas están limitadas, no hay vías indirectas de hacerlas 
entrar y se les asigna si mal no recuerdo efecto no suspensivo a la recurrencia contra esa medida. Lo que 
sucede es que, por ejemplo, el legislador quiere que la ejecución del crédito hipotecario sea la más rápida, 
entonces dice que solo se admitirán defensas basadas en el pago o inhabilidad de título por falta de requisitos 
esenciales. El ejecutado viene y promueve una defensa que no es de ese elenco, entonces el Juez dice que no 
la sustancia, no ingresa, porque según la ley no está contemplada en el elenco. Pero el Código anterior no 
tenía una adecuada regulación de si admite o no recurso esa negativa "in limine" del Juez ni de cuál sería. La 
jurisprudencia había dicho que equivale a un rechazo final y tendría que ser apelable con efecto suspensivo, 
con lo cual la consecuencia de la norma termina siendo exactamente la contraria de la que buscaba, que era 
evitar la dilación. Entonces, aquí se reglamenta bien cuáles son las defensas oponibles y qué pasa si se 
quieren introducir las no contempladas en el elenco legal evitando la dilatoria de la chicana. 


También se prevé luego, en la etapa específica de preparación y realización del remate, una serie de 
simplificaciones. En la práctica se vio, por ejemplo, que el estudio de títulos llevaba en algunas actuarías 
hasta cuatro y cinco meses, y luego empezaba una especie de calvario del acreedor tratando de llevar un 
documento y después le pedían otro, y otro más, y otro más, hasta que lograba encauzar aquello. Entonces, se 
proponen algunas soluciones para tratar de abaratar y simplificar esto. Por ejemplo, se previó lo que ya estaba 
para el anterior, es decir, el posible estudio de títulos por escribanos, ratificado luego judicialmente, y se 
eliminaron algunas exigencias. Decía hoy que salvo requerimiento expreso de tasación, e inclusive si llegara 
a existir necesidad de que la haya se reglamenta mejor cómo se puede oponer o impugnar, porque también 
era un procedimiento utilizado como mecanismo dilatorio. En la ubicación y entrega de títulos ocurre de la 
misma manera. En las consecuencias en las entregas de la cosa posteriores a la ejecución donde había 
también alguna discusión sobre las defensas oponibles y por quién se reglamenta en el juicio ordinario 
posterior para los casos en que procede. Se vio que, tal como estaba la redacción, y admitiendo una revisión 
total, no tenía sentido cuando la ejecución, si tiene excepciones, se parece mucho al proceso ordinario. 
Entonces, se prevé que el juicio ordinario posterior es solo para aquellas defensas que la ley no permitía 
oponer antes o que no estuvieron al alcance del ejecutado. Si las podía oponer y no las opuso, no hay vía 
posterior para plantearlas. 


Curiosamente, recuerdo que el doctor Torello decía que en toda su carrera había visto dos o tres juicios 

ordinarios posteriores; sin embargo, desde el CGP hasta acá, ha habido muchísimos más. ¿Qué pasó? Cambió 
la redacción; la nueva no era realmente buena, pero facilitó mucho más. Es el mismo problema que hubo con 
la intervención de terceros. En materia de ejecución, se mantuvo no porque se considerase la mejor solución, 


sino porque era la que había sido política y legislativamente adoptada la ejecución del Estado tal como 
estaba; simplemente se le dio un cauce adecuado. Había otras carencias en la ejecución porque muchas 
normas estaban previstas solo para la ejecución de dar dinero y no para la ejecución de dar otras cosas, de 
hacer, de no hacer o del Estado. Por ejemplo, algo tan elemental como saber si podía haber defensas o no en 
la ejecución de hacer, en el Código estaba como omitido; había que hacer una interpretación analógica para 
explicar que, siendo el proceso un debido proceso, debía tener defensa posible, aunque fuera limitada. 
Entonces, lo que se hizo fue simplemente modificar la norma para asegurar la defensa posible que está 
reglamentada a texto expreso. 


En este momento, sin el texto adelante, no recuerdo más, pero a grandes rasgos, ese es el criterio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy útil. Realmente, muchas gracias. 


SEÑORA TOURNÉ.- Antes que nada quiero agradecer la presencia de ustedes porque es 
esclarecedora, y hacer alguna consideración general antes de hacer preguntas también muy generales, 
porque aún no estamos en la etapa del articulado o de la "microcirugía", sino en lo macro. 


Se trata de un conjunto de normas extensas y yo, como representante de la ciudadanía, me avengo y acuerdo 
con la prioridad que este proyecto tiene, sobre todo teniendo en cuenta que esto tendrá como impacto directo 
en la vida de los ciudadanos algo que es muy importante, que es la disminución de la duración de los 
procesos. Podríamos hacer quinientas mil anécdotas, pero esto es lo que impacta en la vida de la ciudadanía. 
Entonces, acordamos que la comisión de connotados juristas algunos de ellos aquí presentes arrojan un 
anteproyecto muy bueno en este sentido. 


El otro sentido que estaban explicitando a propósito de sus comentarios a las preguntas del señor presidente 
de la Comisión, que me parece muy importante, es que en una lectura global, general, uno ve cómo se busca 
acicatear las famosas chicanas que, como decía muy bien el doctor Simón, son aplicadas por todo el mundo, 
por abogados, por Jueces. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por los actuarios también. 


SEÑORA TOURNÉ.- Sí, es parte de la cultura. | Yo creo que se relaciona mucho con lo que decía la 
doctora Klett en cuanto a expresarse claramente, es decir, explicitar aquellos contenidos que se 
prestaban a la discrecionalidad, a las múltiples interpretaciones, lo que también dificultaba su 
aplicación 


Desde mi lugar, lo que más me preocupa es el impacto directo que esto tiene sobre la vida de los ciudadanos 
y de las ciudadanas de este país. Por lo tanto, quisiera reafirmar la importancia que tiene el proyecto, que se 
ve reflejada en la prioridad de tratamiento que esta Comisión le ha dado. 


En general, acompañamos los objetivos fundamentales aquí planteados. En particular, estoy muy de acuerdo 
con algunas de las palabras vertidas por los doctores y por la doctora aquí presentes. Los uruguayos, en 
particular los legisladores, creemos que todo lo arreglamos con leyes, y permanentemente toqueteamos los 
códigos. Esta es una autocrítica; no asigno responsabilidad a ninguno de los colegas aquí presentes. En este 
sentido, me pareció acertadísima la visión que dieron nuestros invitados en el sentido de la integralidad de 
este tipo de normas y cómo al meternos con un simple "articulito", estamos tocando todo un sistema. 


También valoro muchísimo algo que, sin dudas, es fruto de la experiencia de veinte años de aplicación. Me 
refiero a la conformación de una comisión especializada en proponer reformas que hagan más eficiente y 
eficaz algo que es fundamental en una democracia: la aplicación de las leyes. 


Por otra parte, sería bueno adoptar la sugerencia de la doctora Klett creo que es compartida por el Presidente 
en funciones y por el resto de la delegación, en el sentido de que para entrar en aspectos más particulares, de 
dudas y de interpretación que podamos tener, además del trabajo de la Comisión, tuviéramos un vínculo 
prefijado más ágil. De esta forma, se nos podrán explicar los aspectos que no comprendemos o los problemas 
de interpretación que tengamos con respecto a las reformas propuestas. 


Ya tenemos en mano el texto a que hacían referencia, en el que figuran los fundamentos y el comparativo. 
Esto ayudará mucho, pero si aún así existen dudas, sería bueno tener una forma ágil de colaboración entre 
Poderes e instituciones que nos permita cumplir con nuestro objetivo de aprobar rápidamente este proyecto. 


Iba a formular dos preguntas generales no tenían que ver sobre el articulado sobre la viabilidad de la 
aprobación del proyecto y de su aplicación, que es lo más importante. Una de ellas ya fue contestada a través 
de las intervenciones de nuestros invitados. Quería saber si la comisión había tenido en cuenta la opinión de 
los distintos técnicos involucrados en esta reforma. Creo que el doctor Simón dijo a texto expreso que fueron 
consultados. Esta duda me surgía porque la reforma hace referencia, por ejemplo, a los escribanos. Por lo 
tanto, la doy por contestada. 


La otra interrogante, que puede parecer un detalle menor, tiene su sustento en la viabilidad concreta de la 
reforma. Mi inquietud es saber si las reformas generarán alguna dificultad presupuestal. Creo que esto debe 
estar previsto y debemos conversar sobre el asunto porque las tenemos que hacer viables y no pueden quedar 
solo en el papel. Me refiero, por ejemplo, a qué sucederá con los cargos de magistrados y las 
correspondientes suplencias que genera la reforma. Además de mi apoyo al anteproyecto en general, hago 
esta pregunta a fin de estar habilitada, como integrante de la fuerza de Gobierno, a trabajar en estos temas 
también desde la órbita de los presupuestos si así fuera necesario, para que realmente se pueda aplicar lo que 
se resuelva. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Con respecto a la pregunta que formula la señora Diputada Tourné, 
categóricamente debo decir que este proyecto no tiene costos. En su momento se manejó la 
implementación de medios electrónicos, de medios audiovisuales y demás. A la luz de la experiencia 
recogida tras veinte años de aplicación de este Código, podemos decir que no ha habido mayores 
problemas. Inclusive, al comparar nuestro país con otros en los que se trabaja con equipamiento 
técnico de mayor envergadura y más costo, nosotros, a la luz de la experiencia, vemos es una opinión 
particular que eso no se ha traducido en una mayor agilidad de los procesos ni en una mayor eficiencia 
o calidad del producto final, que es la sentencia. 


En su momento manejamos la posibilidad de hacer un proyecto magno, pero como implicaba una erogación 
muy grande para el Estado, seguramente hubieran surgido quizá hoy también obstáculos de orden 
presupuestal que nos hubieran impedido concretar la tan ansiada actualización. 


Efectivamente vamos a necesitar aunque no por la aplicación de este Código que se creen nuevos cargos, 
pero eso se hará en la instancia presupuestal; precisamente, esto es algo que estamos estudiando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, si se acortan los plazos, se bajan los costos. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber si la Suprema Corte de Justicia cuenta con estudios de 
evaluación de las verdaderas causas de la dilación de los juicios. Ya mencionaron algunas que, 
supongo, resultan de las investigaciones que han realizado. 


En lo personal, la experiencia que tengo es trillar los Juzgados, en especial, del interior. Tenemos claro que 
allí la dilación de los juicios se debe, fundamentalmente, a la suspensión de las audiencias por falta de 
notificaciones. En la etapa probatoria esta demora se debe al diligenciamiento en la respuesta de los distintos 
organismos públicos. Lamentablemente, los organismos públicos demoran más que los privados, que 
contestan más ágilmente. Por lo visto, los privados se asustan más; los públicos tienen cierta reticencia a 
declarar. 


Otro factor que influye es la complicada agenda de los señores Jueces. En general, cuando se llega a la etapa 
definitoria de los juicios no hay fecha en la agenda para las audiencias. 


Entonces, quisiéramos conocer el ranking de las causas de esta situación. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- El problema que plantea el señor Diputado Cersósimo nos preocupa a 
todos. 


En mi intervención inicial dije que hemos detectado que en los últimos dos o tres años hubo un sostenido 
incremento de los plazos de duración de los procesos. Quiero aclarar que esto sucede en la primera instancia 
de los juicios. En las instancias sucesivas del proceso, es decir, en las instancias ulteriores ante los Tribunales 
de Apelaciones y ante la Suprema Corte de Justicia, el resultado ha sido el inverso: ha aumentado la carga 
laboral de los Tribunales de Apelaciones, pero han disminuido los plazos de dictado de sentencia. En pocos 
años la Suprema Corte de Justicia ha pasado de dictar sentencias de casación en años a dictarlas en meses. 
Este es un fenómeno fácilmente constatable. 


Informo al señor Diputado que disponemos de registros estadísticos de duración de los procesos en las 
páginas web, a las cuales se puede acceder. 


De todos modos, estamos en pleno estudio y análisis de cuáles son las causas. Es muy claro que la prórroga 
de la audiencia se ha hecho una costumbre inveterada, y sistemáticamente perturba el normal transcurso del 
proceso. Hablamos de prórrogas de audiencia respecto de las cuales hay dificultades que provienen, por un 
lado, de errores en la confección de la agenda y, por otro, de una inveterada, o por lo menos muy frecuente, 
costumbre de pedir prórroga de parte de los propios abogados, a lo que los Jueces acceden. Cabe aclarar, 
además, que en la actual previsión del Código si las dos partes están de acuerdo y solicitan la prórroga, el 
Juez está obligado a concederla. También hay una práctica que se ha generalizado en lo que en su momento 
era el alegato que se producía al final de la audiencia complementaria: sistemáticamente se prorroga, a veces 
innecesariamente, fijándolo, en la cola de las audiencias para tres o cuatro tres meses después, lo cual 
realmente me parece un absurdo, porque un alegato se puede preparar en muy pocos días. Además hay un 
agravante; la audiencia de alegato se prorroga en un proceso oral, es un alegato oral para recibir un escrito de 
cada parte: se entrega el alegato de bien probado por escrito. Entonces, ¿para qué hacer una audiencia de 
alegato que, además, ocupa un lugar en la agenda del Juez? 


Todo eso está siendo objeto de estudio y de análisis en cuanto a cómo se está trabajando en la agenda de los 
Jueces. Hay diferencias notorias en el rendimiento en cuanto a la realización de audiencias y dictado de 
sentencias entre un Juzgado y otro de la misma categoría; en este sentido, debemos verificar qué es lo que 
está sucediendo. Para nosotros esta preocupación es reciente, porque esa dilación que se está produciendo, 
también lo es. 


En este proyecto apuntamos a que la fijación de audiencias y las prórrogas tengan un plazo determinado; 
seguramente, eso también incidirá en el acortamiento de los procesos. 


Asimismo, estamos apuntando a que se haga sistemáticamente una práctica que es lógica, y que llevan a cabo 
muchos Jueces en el país, que es la de fijar una audiencia de prueba y, pocos días después, prefijarla para la 
prórroga. De esta forma se evita que se fije una audiencia complementaria para determinada fecha: como hay 
que establecer otra fecha, la ponen a la cola de las audiencias, para seis meses después. Entonces, hay que 
sistematizar y generalizar esa previsión de antemano de prórrogas sucesivas, pero en un tiempo corto. Esta es 
una gran preocupación de la Suprema Corte de Justicia que está siendo objeto de estudio y de análisis. Me 
refiero a eventos conjuntos, seminarios entre Jueces y la Corte para lograr efectivamente que esas situaciones 
no se produzcan. 


Por último quiero aludir a lo que, a mi juicio, ha significado, sobre todo en el interior, la mayor causa de 
enlentecimiento y prórroga de audiencias: la urgencia en la instrucción o en el tratamiento de los casos de 
violencia doméstica. ¿Qué sucede? Existe, por ejemplo, una audiencia prefijada dos o tres meses atrás, pero 
irrumpe un caso de violencia doméstica y el Juez lo atiende prioritariamente, prorrogando esa audiencia. 


Estamos estudiando varias formas de solucionar esto. Una de ellas es habilitar horarios, pero eso crea 
enormes problemas operativos. La otra es crear Juzgados especializados en violencia doméstica en el interior 
del país, para lo cual vamos a hacer la correspondiente solicitud en el Presupuesto. Esa sería una buena 
solución; lo que pasa es que implica unas cuantas creaciones de cargos. En ese sentido, necesitamos de la 
voluntad política del Gobierno para que nos acompañe en esto. El tema de la violencia doméstica es 
fundamental para la sociedad uruguaya y de especial sensibilidad para todos. Pero ese tratamiento prioritario 
que se le da, determina la postergación de otras causas que también tienen su importancia. 


Nosotros tenemos la posibilidad de transformar Juzgados del interior con competencia mixta en Juzgados de 
competencia exclusiva, pero somos conscientes de que recargaríamos a ese único Juez, que trabajaría en una 


única instancia, en un turno corrido, todo el mes. Obviamente, esas son situaciones que generan estrés y 
angustia en el Juez y eso también lo debemos contemplar. 


Por lo tanto, para mí la solución pasa por la creación de Juzgados de violencia doméstica en Montevideo y 
más Juzgados en el interior para especializarlos en esta temática, y poder generar en la conciencia de los 
Jueces un compromiso mayor para la estructuración y la fijación de las audiencias que impida su prórroga y 
su dilatación extensa en el tiempo. Estamos trabajando en eso con mucha firmeza y responsabilidad. 


SEÑOR SIMÓN.- El doctor Van Rompaey dijo casi todo. El principio de concentración, continuidad y 
contigúidad de las audiencias que proclama el Código fue especialmente tenido en cuenta por la 
Comisión. Por eso es que se señalaron plazos creo que la doctora Klett aludía a eso, y se prevé que si 
una audiencia se tiene que prorrogar, es preciso analizar si hay responsabilidad de la oficina, porque 
hizo a, b, c, o dejó de hacerlo; si hay responsabilidad del Juez porque no usó los instrumentos o si hay 
responsabilidad de las partes, porque se libró el oficio, quedó en la carátula del expediente y no lo 
llevaron, cuando tenían la carga de diligenciarlo; esto también pasa. Entonces, se acotó ese campo tan 
libre que actualmente tienen las partes y el Juez, o las partes de común acuerdo, o la "connivencia" 
entre comillas del Juez para las prórrogas de las audiencias, porque pusimos la vista en el justiciable. 
Si al justiciable le dicen: "Mire, vamos a prorrogar", cualesquiera sean las razones, la mayoría de las 
veces la respuesta va a ser, "No, mejor liquidemos esto". En ese sentido, lo que proyectamos 
profundiza las líneas del código, para dejar un poco menos de campo de disposición a las partes y al 
Tribunal en la prórroga de audiencias, marcando una compatibilidad entre el interés privado y el 
interés público en que la administración de Justicia se acelere, como dice el Pacto de San José de Costa 
Rica, en plazos razonables 


También hay que tener en cuenta las distintas materias o las necesidades y urgencias diferentes de los objetos, 
porque lo mismo que pasa, sobre todo en el interior con la violencia doméstica, comenzará a pasar con los 
procesos de menor cuantía en materia laboral y los plazos tan breves que tienen porque, otra vez, apuran la 
agenda y llevan a postergar otras cosas. 


Entonces, se consideraron esas medidas y teniendo en cuenta la realidad que tenemos, se buscó saber dónde 
podrían estar las carencias de las oficinas, de los Jueces o de las partes para ir neutralizando cada una de 
ellas. Y bueno: si se debe prorrogar una audiencia, hay que explicar claramente de quiénes son las 
responsabilidades y, eventualmente, cuáles son las consecuencias negativas y para quién. 


SEÑORA KLETT.- Un breve comentario. Como dice el doctor Van Rompaey, hay una Comisión, que 
tengo el honor de integrar, que trabaja por pedido de él desde el año 2002, que encara la temática de la 
duración del proceso. Esa Comisión intentó deslindar los tiempos. Hay una cláusula específica de 
responsabilidad del Juez, que viene de la Constitución, por demora injustificada en proveer y en 
señalar audiencias. Eso está reforzado y está muy bien. Sin embargo, debemos tomar conciencia de que 
a la gente común no le interesa prorrogar la audiencia porque el artículo 92 sigue vigente y las partes 
pueden prorrogar la audiencia; lo voy a decir con todo respeto, pero con toda lealtad hacia mis colegas 
abogados: cuando las audiencias se prorrogan, no es porque la señora María tiene que ir al congreso o 
tiene otra audiencia, sino porque a su abogado le pasa eso. Por tal motivo me parece que debemos 
acompañar esta instancia con un compromiso de parte de los colegas abogados, en el sentido de que no 
van a utilizar ese derecho como dice el estimado colega de San José, el señor Diputado Cersósimo de 
postergar las audiencias. Debemos tener un compromiso de que esa tiene que ser la última "ratio"; que 
vamos a volver a leer la Revista Judicatura N” 30 donde Véscovi y Gelsi, dos abogados en pleno 
ejercicio, nos dijeron que las audiencias no se pueden prorrogar. Según ellos, no hay otra audiencia, ni 
viaje, ni congreso. Los procesos son para la gente y los abogados tenemos que organizar nuestros 
estudios de manera tal que las audiencias no se prorroguen. 


Con esto quiero decir que debemos volver a las fuentes, volver a leer lo que nos planteamos en el 89, cuando 

éramos más jóvenes y teníamos ese impulso y esa fuerza para comprometernos a fin de que el proceso saliera 

adelante. Era relativamente sencillo. Esos maestros no permitían que se prorrogara la audiencia por el viaje, 

por el cumpleaños, etcétera, y no estoy hablando de un viaje por razones médicas. Estoy hablando de que hay 
no " 


como una suerte de "hoy por mí, mañana por ti"; volvemos un poco al "no te acuso rebeldía", "yo hoy te pido 
la prórroga y tú no te oponés y mañana en otro juicio me la concedés". No estoy diciendo que esa sea solo 


responsabilidad de los abogados; todos hemos dicho que son responsabilidades a compartir. Por lo tanto, 
también son desafíos a cumplir, conductas a cambiar. Si un señor Juez quiere posponer la audiencia para 
dentro de seis meses, los señores abogados le dirán: "¿Cómo, señor Juez? ¿Tiene su agenda tan complicada?" 
Pero si esos abogados están solicitando prórrogas todo el tiempo, por motivos que no son los que prevé la ley, 
ese Juez también se va a sentir con legitimidad para pedirlo. Con esto vuelvo a lo del principio: todos y cada 
uno de nosotros tenemos que asumir nuestros roles de la mejor manera posible. Quizás vino como una 
especie de descaecimiento de aquel compromiso que teníamos, de aquella motivación para dar cumplimiento 
cabal a las normas. Es prácticamente volver a las fuentes. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- La doctora Klett trajo a mi memoria las primeras discusiones y mesas 
redondas sobre el CGP, en los días en que empezaba a entrar en vigencia. Yo participé en esa discusión 
cuando el representante del Colegio de Abogados del Uruguay hablaba de que el nuevo proceso 
necesariamente iba a determinar que los abogados trabajaran en equipo, porque no podrían atender 
personalmente todas las audiencias. Había una relación "intuito personae" entre el cliente y el abogado 
que dice: "este caso lo quiero seguir llevando yo, no es lo mismo que mande a otro". Recuerdo que el 
doctor Véscovi decía: "¿Usted tiene tantos asuntos como para decir que no va a poder atender las 
audiencias?" Los hechos demuestran que no es así. En aquel momento nosotros hablábamos de la 
excepcionalidad de la prórroga. Y cuando el abogado hizo en aquella mesa redonda la pregunta 
concreta de por qué no le iban a conceder una prórroga si ese mismo día tenía fijada otra audiencia, mi 
opinión era que en ese caso mandara a otra persona, pero que primero estaba la agenda del Juez. Yo 
creo que de esa cultura de la excepcionalidad de la prórroga se ha pasado a la situación inversa, donde 
la costumbre es prorrogar, precisamente, porque tengo otra audiencia fijada en la misma fecha en otro 
Juzgado. Por ejemplo, puede suceder que un Juzgado Letrado prorrogue una audiencia porque un 
abogado le dice que tiene una audiencia de conciliación ante otro Juzgado, o porque el abogado tiene 
que viajar o tiene un congreso. Parecería que hay un criterio desmesuradamente amplio en la 
concesión de las prórrogas y eso conspira contra la celeridad y la necesaria expeditividad del trámite. 
Era eso lo que quería rememorar hablando de lo que fue el espíritu que nos animaba cuando el CGP 
entró en vigencia. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del doctor Van Rompaey, de la 
doctora Klett y del doctor Simón y excusarme por no haber podido concurrir en tiempo, a la hora 
señalada, por tener otro compromiso fijado con anterioridad. 


Hecha esta aclaración, quiero felicitar la profundidad que tiene el documento realizado. Me imagino que 
alguno de los debates que se realizarán en el seno de esta Comisión ya los han tenido ustedes en su propio 
trabajo. Ello surge del comparativo que nos ha proporcionado la Secretaría, donde en algunas propuestas hay 
discordancias u observaciones realizadas por algunos miembros que participaron del trabajo. 


A su vez, quiero señalar que un texto de modificación del Código General del Proceso que recaba por lo 
menos las conclusiones de experiencia y evaluación de veinte años, es complejo, hasta para quien tiene 
estudios de abogacía a pesar de que no trabaja directamente en los Juzgados y Tribunales del país. Mi 
pregunta es muy puntual. Si este texto, así como está, se aprobara hoy, en la Cámara de Representantes 
primero, en el Senado después, y fuese promulgado mañana por el Poder Ejecutivo, ¿qué normas de 
transición necesitaría si es que necesita alguna para todas las partes, para los Jueces, para el Tribunal? 
Quisiera saber si son todas normas de aplicación inmediata, sin generar ningún tipo de perjuicio, porque uno 
tiene la preocupación de que a muchas de las normas no se les ve la perspectiva dinámica del Derecho y tal 
vez en algunas haya que decir: "tales excepciones se aplican a los procesos una vez finalizados o a los 
procesos nuevos”. Estoy pensando en voz alta a los efectos de que no haya ningún tipo de discordancia o 
generación de nuevos problemas por la aprobación de un texto normativo. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Nosotros pensamos que este Código es de aplicación inmediata sin generar 
mayores inconvenientes ni implementación alguna. Y eso es por lo que señalábamos al principio de 
nuestras exposiciones: no se trata de reformas estructurales ni de un cambio drástico en ninguna de las 
normas procedimentales actualmente en vigencia, sino simplemente de pequeñas modificaciones que 
no hacen a la esencia del trámite y que, a mi juicio, no generarán mayores inconvenientes ni requieren 
de un período de transición a los efectos de su puesta en práctica en un futuro inmediato. 


A mí me parece que, inclusive reflexionando con los colegas y especialistas en Derecho Procesal, no habría 
ningún inconveniente en que fuera de aplicación inmediata. 


SEÑOR SIMÓN.- Con franqueza, no logro recordar si en el proyecto incluimos algo sé que lo 
hablamos acerca de si era necesario o no un período de transición. No recuerdo si incluimos algún 
artículo sobre la vigencia. 


Suscribiendo lo que dice el doctor Van Rompaey, no es un cambio drástico. A lo sumo, puede necesitarse o 
ser útil un período de difusión de cuál es el alcance, la temática y la solución concreta de las reformas porque, 
además, una cosa es lo que se proyecta y, en definitiva, otra cosa ligeramente diferente es lo que se sanciona. 
Es seguro que no se requiere un período extenso de transición entre la promulgación y publicación y la 
entrada en vigencia. 


SEÑOR BAYARDI.- El doctor Van Rompaey dijo en su intervención que, probablemente, habría que 
modificar algunas de las normas previstas en lo que está propuesto. Haciendo el "racconto" de cómo se 
había procesado esto, registré que dijo que probablemente habría que modificar algunas de las normas 
previstas. Quisiera saber si la Suprema Corte de Justicia o los miembros de la Comisión que 
trabajaron en las modificaciones previstas tienen alguna propuesta de modificación de lo que vamos a 
entrar a considerar, porque creo que podría resultar buena la oportunidad. Si fuera necesario, prefiero 
demorar uno o dos meses más su aprobación acá e incorporarle las modificaciones que están previstas, 
a después tener que plantearnos la discusión sobre eventuales modificaciones futuras. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Es muy acertada su apreciación, señor Diputado, pero yo en ese momento 
hacía referencia específicamente a una sola norma, que no recuerdo exactamente cómo está recogida 
en el texto. 


Nosotros planteábamos en el proyecto inicial que el período máximo de señalamiento de audiencia era de 
noventa días. Eso pensábamos hace cuatro o cinco años. Hoy pensamos que debe ser mucho menos, que no 
puede ser más de sesenta días. Esa era la modificación a la cual yo hacía referencia, pero no sé exactamente 
cómo está recogido en el texto. 


SEÑORA KLETT.- En el inciso segundo del artículo 101 que regula la continuidad de las audiencias se 
dice que entre el acto de señalamiento y la fecha de la audiencia no podrán mediar más de noventa 
días. 


Queremos aclarar que esta norma se aprobó por consenso, pero contaba ya con el voto discrepante de 
nosotros dos. No lo dejamos señalado porque estaban los votos discrepantes de los Jueces de primera 
instancia que querían un plazo mayor y que sostenían que establecer un plazo acotaba mucho y que se 
castigaba al que trabajaba. De todas maneras, desde tiempos inmemoriales, desde que se terminó el trabajo de 
la Comisión, todos concordamos con que el plazo de noventa días no era demasiado adecuado, sino que debía 
ser menor. Esa es la modificación a la que se hacía referencia. 


Voy a buscar la información con respecto a la notificación electrónica para poder contestar al señor Diputado. 


SEÑOR SIMÓN.- Con respecto a la compatibilidad de las notificaciones electrónicas, si mal no 
recuerdo, la puerta quedó abierta porque el CGP ya había sido modificado antes de dictarse la 
acordada. Había una pequeña actualización del 79, que es ley vigente, por lo que quedó así. Quizás 
habría que revisar con un poco más de prolijidad lo que plantea el señor Diputado salvo mejor opinión 
del doctor Van Rompaey, la Comisión puede hacerlo a la brevedad, sobre todo con respecto a algunas 
de las últimas normas, como la relativa al proceso laboral, de manera de asegurarnos la total 


compatibilidad. En principio, no es algo complejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que la Comisión no la nuestra, sino la de ustedes formule las 
precisiones que entienda convenientes en el plazo más breve posible; naturalmente, nosotros no vamos 
a ponerles plazos perentorios ni de los otros. De esa manera podríamos contar con una redacción 


definitiva para seguir con el estudio de este tema, sin perjuicio de que si es necesario, naturalmente, 
haremos las consultas que correspondan. 


Agradezco a los tres representantes del Poder Judicial su presencia en este ámbito. Esto ha sido muy 
esclarecedor y para los que nos gustan estos temas, la verdad es que este intercambio ha sido muy lindo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Para finalizar nuestra intervención quiero señalar que para nosotros, para 
la Suprema Corte de Justicia, para el Poder Judicial uruguayo ha sido motivo de honda satisfacción 
que esta iniciativa haya sido considerada por la Comisión como prioritario. Si el Parlamento de 
nuestro país aprobara este proyecto sería para nosotros más que una situación de deferencia 
institucional, un motivo de legítimo orgullo porque es la primera vez que la Suprema Corte de Justicia 
pone en marcha una Comisión con tan loable propósito y de tan prestigiosa integración, cuyo trabajo 
sin duda redundará en una mayor eficiencia en la prestación del servicio de Justicia. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 
(Ingresa a Sala una delegación de Catedráticos de Derecho Procesal de la UDELAR) 


——- La Comisión tiene el honor de recibir a los señores Catedráticos de Derecho Procesal de la Universidad 
de la República, doctor Ángel Landoni, doctor Alejando Abal Oliú y doctor Rafael Biurrún, quienes fueron 
invitados para opinar acerca del proyecto vinculado con la reforma del Código General del Proceso, 
oportunamente enviado. 


Es preciso aclarar que han estado en la Comisión integrantes del Poder Judicial, órgano impulsor de este 
proyecto. 


A la Comisión le interesa especialmente la opinión de la Cátedra. 


Con mucho gusto, les cedemos la palabra. 


SEÑOR LANDONTI.- Soy Director del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, y en nombre de la 
Facultad de Derecho y del propio Instituto agradezco la invitación que nos hace la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


Este proyecto ya tiene su tiempo, y en su momento el Instituto trabajó intensamente en él; inclusive, 
participaron miembros del Instituto que integraron la Comisión que designara la Suprema Corte de Justicia 
para redactarlo. 


El proyecto no contiene grandes modificaciones respecto del texto vigente del Código, pero en virtud del 
tiempo transcurrido parecería razonable que nos tomáramos algún tiempo para analizarlo en detalle. 
Casualmente, antes de entrar señalaba a la señora Secretaría que tal vez fuera conveniente veo que ya se ha 
adelantado— hacer un comparativo del texto vigente y las modificaciones propuestas. Inclusive, en un 
análisis a vuelo de pájaro advertimos que algunas normas precisan actualización, por ejemplo, en lo relativo a 
las notificaciones electrónicas. Entre el texto vigente y las modificaciones propuestas hay cierto desajuste que 
sería conveniente mejorar con una redacción más prolija. 


En el proyecto, sobre todo, se trata de resolver algunos problemas que en la práctica han ocasionado algunas 
dificultades. Quizás la Corte ya haya hecho referencia a este tema, no obstante lo cual pienso que deberíamos 
opinar al respecto. Los problemas que se han planteado se vinculan, sobre todo, a medios de impugnación, a 
recursos. En ese sentido, ha habido algunas dificultades; en algunas regulaciones la jurisprudencia no ha sido 
coincidente en sus decisiones, y por eso sería oportuno que el legislador resolviera el problema. 


Hemos adelantado mucho en cuanto al proceso de conocimiento, es decir, hasta el momento que el Juez dicta 
su decisión y determina quién tiene o no derecho, y las estadísticas demuestran que en comparación con otros 
países Uruguay está diría, muy bien, pero el problema empieza después de la sentencia que declara el 
derecho de las partes, cuando entramos en la etapa de ejecución. Ahí verdaderamente el Código no adelantó 
todo lo que debería. Entonces, algunas de las soluciones que se han esbozado son, en nuestra opinión, buenas, 
pero tal vez habría que dar algún paso más. Por ejemplo me acompaña uno de los que trabajó en ese tema—, 
en materia de ejecuciones, el Banco Hipotecario del Uruguay tiene un sistema moderno de ejecución, y tal 
vez habría que analizar si alguna de esas normas no sería conveniente trasladarla al texto general del Código 
General del Proceso. Es decir, hoy se dice que los derechos fundamentales requieren, no solo ser 
reconocidos, sino además que en la vida real sean verdaderamente efectivos. Entonces, pienso que del trabajo 
común entre los legisladores, la jurisprudencia y la doctrina podría surgir un texto que dé una solución 
adecuada no a todos los problemas, porque eso es prácticamente imposible en todo grado humano al Uruguay 
actual. 


Para finalizar quiero decir que hemos venido a título individual porque el Instituto no se ha reunido en estos 
días y nos gustaría que lo que nosotros elaboremos sea compartido por el Instituto de forma tal que cuando 
concurramos nuevamente tengamos la opinión de todos. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Quiero ratificar lo que ha expresado el doctor Landoni en lo que tiene que ver 
con el ánimo que nos impulsa y que creo que impulsa a todo el Instituto. Estamos absolutamente de 
acuerdo con esto y decididos a que los legisladores hagan todo lo posible para cambiarlo. Tenemos la 
más firme convicción de que tendría que aprobarse este texto con algunos ajustes menores; no se trata 
de revolver todo y empezar a hacerlo de nuevo. 


Es bien claro que esto no es una reforma del sistema procesal uruguayo, sino que es un ajuste de los textos 
que es necesario hacer porque el transcurso del tiempo ha demostrado que hay desajustes que son importantes 
y que no tienen que ver con la esencia del proceso, pero sí con la forma en que están redactadas las 
disposiciones y con algunas cuestiones que se fueron planteando a medida que el Código se empezó a aplicar 
que de una vez por todas hay que tratar de zanjarlas. Quizás alguna vez, en vida nuestra o después que 
pasemos, haya que hacer el Código nuevamente; este no es el momento y no es la idea. 


No queremos ponerle piedras a este asunto, al contrario, queremos aceitarlo lo más que se pueda y lo que 
pidió el doctor Landoni en nombre nuestro y del Instituto estoy seguro de que es una manifestación del 
espíritu que nos animó a todos— es un poco de tiempo, con un mes alcanza. Quizás podríamos coordinar 
esos ajustes con la Suprema Corte de Justicia para ahorrar tiempo. Hoy lo hemos hablado con algunos 
Ministros de la Corte; no sé si ellos lo dijeron acá, pero esa es la idea. 


SEÑOR BIURRÚN.- Soy profesor agregado en la Cátedra de Derecho Procesal y de técnica forense. 


El Director me convocó porque con el doctor Uriarte, venimos actualizando el CGP desde hace una década 
con toda la normativa que se va incorporando. Vamos a dejar la última versión con todas las disposiciones 
que pueden tener incidencia. 


En ese sentido, quiero hacer hincapié, compartiendo lo que dijo el Director Landoni, en el tema de la 
ejecución. Creo que en esto podemos avanzar y coordinarla con alguna parte de la Ley N* 18.125 para hacer 
un sistema único y en las notificaciones electrónicas. A mí a veces me llama la atención que sigamos 
hablando de emplazamiento por edictos publicados en diarios como en 1878 siendo que hoy en día se podría 
utilizar una página web con un plazo más largo. Hace veinte años el Código no advertía esto porque el tema 
de Internet era muy incipiente. Hay un montón de medidas en la comunicación de los actos procesales como 
notificaciones y oficios que llevan mucho tiempo. 


Es muy difícil legislar, no en vano Caetano y Sarlo acaban de editar un libro sobre técnica legislativa basado 
en seminarios que se realizaron aquí en el Parlamento. Además hay que advertir la coordinación con las leyes 
que se sancionaron a posteriori de este proyecto como las de libertad sindical, el proceso laboral nuevo, la 
pretensión sobre consumo de menos de cien unidades reajustables, la N* 18,125, la N* 18,387 que tiene que 
ver con los procesos concursales, que hay que agregar alguna modificación con relación a la competencia y a 
la redacción de los artículos 452 y 453; las leyes de retenciones, el Hábeas info, es decir el proceso de 


información pública, el Hábeas data ya que son todas normas que tenemos en este período. Hay que tener en 
cuenta todo esto para que no suceda como ocurrió con la Ley N* 18.172 de Rendición de Cuentas que en el 
artículo 340 que refiere al envío postal mediante documento certificado, es decir el telegrama colacionado 
por correo privado, se coló una referencia al artículo 53 de la Ley_N* 13.355 que ya estaba derogada. 


De todas maneras me parece que el mensaje que podemos dar es tener cuidado con las remisiones porque al 
modificar el CGP hay leyes que se pudieron remitir a esas redacciones y sabemos que si la remisión es pura 
simplemente va a quedar atada a la vieja redacción. Entonces, eso puede incidir en el desfase que hubo de 
tres O cuatro años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer unas preguntas, sin perjuicio de que es muy atendible que traten 
de coordinar con los que han redactado el proyecto. 


En primer lugar, el doctor Van Rompaey y los dos miembros del Tribunal de Apelaciones que concurrieron a 
la Comisión hicieron hincapié en que las reformas que ellos propician se refieren fundamentalmente a los 
recursos y a la vía ejecutiva, en términos muy gruesos. ¿Qué valoración hacen ustedes de esto? 


Voy a tomar prestada una pregunta al señor Diputado Michelini, ya que cuando se fueron los anteriores 
invitados nos quedó una duda. En caso de plantearse una reforma de esta naturaleza, ¿piensan que habría que 
dictar normas provisorias hasta tanto fuera de aplicación plena? Si no, habría que pensar qué se haría, por 
ejemplo, con los procesos en trámite. Reconozco que no tengo un conocimiento acabado de esto porque lo he 
leído, todavía no lo he estudiado. La impresión que me quedó es que sobre el tema de los procesos en trámite 
no hay nada previsto. Todos sabemos que eso puede traer complicaciones serias. 


SEÑOR LANDONI.- Eso hay que preverlo. Por regla general, cuando se modifica una norma procesal, 
se establece que los procesos y recursos en trámite seguirán por el régimen anterior. Esa es la previsión 
que se establece normalmente. Honestamente, yo no revisé esa parte, pero pienso que hay que hacer 
una previsión expresa respecto a ese punto. 


De la misma manera, habría que determinar si las ejecuciones en trámite, por el mismo procedimiento, van a 
seguir vigentes desde el momento en que se iniciaron hasta su finalización o qué va a pasar. No solo nosotros, 
sino también los legisladores deberíamos pensar cuál es la intención. Si la intención es que las normas 
positivas sean mejores que las anteriores se podría establecer la vigencia inmediata a partir de un 
determinado momento que habría que pensar cuál podría ser. Una opción podría ser que decretada la 
ejecución, rija el nuevo sistema. Observen que llegamos a la ejecución, a la vía de apremio, después que de 
repente hicimos todo un proceso ejecutivo como proceso de conocimiento. Habría que determinar qué 
momento. Debemos pensar entre todos qué sería lo mejor, que no dé problemas. 


SEÑOR BIURRÚN.- Voy a mencionar un detalle. Si no prevemos nada, el artículo 12 del Código, la 
regla, como dice el profesor Landoni, es de aplicación inmediata, pero obviamente cuando comenzaron 
a correr plazos de por medio o actos en curso no se puede aplicar el nuevo sistema. Pienso que en la 
ejecución habría que hacer todo lo posible para que se pueda aplicar a la mayor parte. 


SEÑOR BAYARDI.- Agradezco la comparecencia de la delegación. 


Algunas cuestiones que nos trasmitieron fueron manifestadas por el Ministro Van Rompaey y quienes lo 
acompañaron, sobre todo en cuanto a la adecuación de algunos hechos que se suscitaron en normas 
posteriores a que la Comisión terminara el anteproyecto. El caso que se repitió es el que tiene que ver con las 
notificaciones electrónicas. Creo que lo solicitado encaja en lo que acordamos con la delegación de la 
Suprema Corte de Justicia, que nos hará algunas aproximaciones de ajustes sobre lo que estaba proyectado. 


El doctor Abal Oliú hizo referencia a que se necesitaría tiempo, un mes para que desde el Instituto se puedan 
elevar las consideraciones que se merezcan y hacer los ajustes, lo que entiendo de orden, porque es preferible 
demorar un mes y medio o dos meses y tener todo, que hacer modificaciones sobre la modificación que se 
plantea ahora. 


Creo que las preocupaciones que planteó el Ministro Van Rompaey y los Magistrados son coincidentes con 
las de esta delegación. Vamos a estar considerando el fondo de este tema seguramente después de mediados 
de mayo, así que no habrá mayores problemas. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Los tiempos dependen de si la Suprema Corte de Justicia pide a ese grupo de 
trabajo que trabaje con algunos integrantes del Instituto. Sería muchísimo más fácil hacer el trabajo 
juntos y no andar cruzando textos propuestos; de lo contrario, vamos a perder un mes y medio más. El 
señor Diputado Orrico tiene cierta facilidad para llegar a determinados miembros de la Suprema 
Corte de Justicia, de manera que podría insistirles sobre ese aspecto, aunque creo que ya lo aceptaron. 
Si lo hacemos así, sería bueno tratar el proyecto en junio. Supongo que esta Comisión lo tratará 
primero, que esta será la entrada natural de la iniciativa. 


SEÑOR MICHELINI.- En cuanto al proyecto presentado, creo que la Comisión trabajó mucho en la 
parte sustantiva, pero que en la lógica dinámica de la implementación posterior, en la derogación, no 
trabajó tanto. El artículo 2” demuestra que allí no hay trabajo. Además, me parece que lo razonable 
sería integrar esto con todo el Código General del Proceso y decir expresamente que el texto unificado 
sea común. 


Propongo esto como parte de esa inquietud que reflejaba el señor Presidente de esta Comisión y que yo 
expresé a la Suprema Corte de Justicia en cuanto a la instalación dinámica del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Prometo todo mi apoyo para que procesalmente esto funcione de la mejor 
manera posible. Cuando vengan las modificaciones que ustedes sugieren junto a los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia o la Comisión Especial nombrada por ella, debemos tratarlas todos 
conjuntamente. 


Creo que como decía el señor Diputado Bayardi— estamos todos de acuerdo en que dentro de un mes y 
medio nos reuniremos con un proyecto que tendrá en cuenta algunas cosas que los redactares originales no 
hicieron. Por ejemplo, con la notificación por Internet algo va a haber que hacer, si realmente queremos 
unificar las cosas. 


Agradezco la presencia de la delegación y su buena disposición. Creo que estamos haciendo un esfuerzo 
entre todos para hacer buenas leyes. Estamos eligiendo el camino correcto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


